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Prólogo


 Quiero aprovechar la oportunidad que me brinda el autor de la presente obra, Prof. Dr. Don José Manuel Cantera Cuartango, de prologar su libro, para, atendiendo al significado etimológico de tal término (Prólogo), hacer una introducción, acercamiento o aproximación, lo más valiosa y certera posible, al contenido sustantivo que en el mismo se contempla. Así y en el empeño de lograr tal propósito, que me parece de entre todos los posibles el más importante y principal, quiero a través del presente Prólogo, y más allá de que el mismo quede reducido a una mera alabanza del autor —por otro lado, del todo merecida, como más adelante tendré oportunidad de exponer—, o bien a una simple y superficial impresión personal de la obra, o finalmente, a una elemental y básica apreciación más o menos subjetiva sobre el valor teórico (doctrinal) y práctico (profesional) que tal creación comporta, en definitiva, a una mera liturgia o formalismo más o menos afortunado, exponer, e incluso, profundizar en algunas cuestiones novedosas o relevantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, dado que el libro que el afortunado lector tiene ahora entre sus manos se asienta, de principio a fin, a través de su clásica y acertada dinámica de preguntas y respuestas, sobre esta última.

Atendiendo a lo apuntado en el párrafo precedente y con la finalidad de que el presente Prólogo resulte, por un lado, una buena introducción, acercamiento o aproximación a la temática que contempla el libro que ahora nos ocupa, que como hemos visto no va a ser otra que la recientemente aprobada Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y por otro lado, sin ser incompatible con el anterior propósito, es más, complementario y sumatorio del mismo, lo más instructivo y provechoso posible para el lector que se acerca a la presente obra, me propongo abordar en el mismo, de manera sencilla y sin grandes complejidades (pero sin que ello implique o comporte de ningún modo superficialidad o falta de rigurosidad en su tratamiento), habida cuenta de la finalidad primordialmente explicativa o aclaratoria que viene a cumplir, y del público al que, en principio, parece estar dirigido (no especialistas en la materia), todos aquellos aspectos que considero más relevantes y dignos de mención por su novedad, transcendencia o impacto, los cuales y con la finalidad de aludir a todos y cada uno de ellos de la manera más ordenada posible estructuro en los siguientes cinco puntos que a continuación detallo.

En primer lugar, llamaré la atención dentro del presente Prólogo sobre el carácter, si se me permite, dual, que presenta la contratación pública en España, a diferencia de otras disciplinas y materias de nuestro ordenamiento jurídico, dado que es una legislación eminentemente nacional, pero a la vez y sin que ello sea incompatible con tal particularidad, profundamente supranacional (Internacional y sobre todo Europea), ya que aquella, incuestionablemente, se encuentra tremendamente impregnada, e incluso, condicionada por esta última, si bien, no hasta el punto de poder afirmar que ello la priva de su carácter nacional, que nuevamente vuelvo a ratificar. En segundo lugar y sentada tal premisa, aludiré, al considerarles capitales, a los objetivos que inspiran la presente Ley y que expresamente y sin ningún tipo de ambages reconoce el propio legislador al comienzo del apartado segundo del Preámbulo de aquella, y que concreta, en lograr una mayor transparencia en la contratación pública y asimismo, en lograr una mejor relación calidad-precio dentro de esta última. Precisar que en relación con ambos objetivos que inspiran la Ley, nos detendremos más pormenorizadamente en el primero de ellos, es decir, en la transparencia de la contratación pública, al considerar, no sin razón, que la misma viene a constituirse en la auténtica clave de bóveda de la Ley, pues se encuentra omnipresente a lo largo y ancho de la misma. En tercer lugar, destacaré no tanto un objetivo que inspira la Ley (pues ya hemos visto cuáles considera el legislador que lo son, si bien, a mi modo de ver, también merecería el mismo tal consideración), como quizá y más allá de ello, una nueva consideración, enfoque o perspectiva, por cierto, muy distinta y distante de la contemplada en todas las normas de contratación pública precedentes a la actual, a saber, la visión estratégica de que se dota a la contratación pública, lo que a diferencia de antaño comporta considerar a esta última no tanto como un fin, sino como un medio para poder alcanzar otros objetivos, metas y fines de relevancia social. En cuarto lugar y una vez resaltados debidamente los aspectos anteriores, los cuáles me parecen de suma importancia, incidiré sobre las novedades más significativas, vaya por delante, no todas, que ha introducido el legislador de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, siguiendo para ello la propia estructura que contempla aquel de esta última. En quinto lugar y a modo de colofón de esta parte del Prólogo, digamos, más académica o instructiva, haré una sumarísima reflexión sobre todo lo que ha supuesto y comportado con carácter general la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Tras la exposición de tales cuestiones y con ellas, una vez cumplido el doble propósito que me propongo lograr con el presente Prólogo, que tal y como ya he tenido oportunidad de apuntar con anterioridad, no es otro que servir, por un lado, de introito al contenido del libro en sí, y por otro lado, aportar una visión, siquiera sea panorámica, sobre los aspectos más relevantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, me referiré, como resulta obligado y no puede ser de otro modo, al autor de la presente obra, Don José Manuel Cantera Cuartango, así como a diversas cuestiones relacionadas igualmente con esta última, como, por ejemplo y sin ánimo de exhaustividad, la valoración global que me merece la misma; la relevancia de que nos encontremos ante su segunda edición partiendo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (tercera, si se tiene en cuenta el Vademécum que con idéntico propósito que el actual se hizo en su día sobre el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público ); la decisiva y considero, vaya por delante, acertada apuesta que la Editorial La Ley hace por tal obra, así como el determinante papel pedagógico y formativo que está llamada a desempeñar, pues resulta un medio, a mi modo de ver, insustituible, para, en unos casos, introducir o acercar a todas aquellas personas que desconocen el complejo y proceloso mundo de la contratación pública al mismo, y en otros, aclarar o precisar, concretamente, a aquellas personas más familiarizadas con él, determinados contenidos, conceptos o aspectos sustantivos que se les escapan o no entienden en todo su ser y profundidad.

* * *

Pues bien, siguiendo la estructura del Prólogo anteriormente expuesta, procede aludir en primer lugar al que he denominado carácter dual de la contratación pública, al converger en la misma, pacíficamente, tanto normativa nacional como supranacional (Internacional y fundamentalmente Europea). Efectivamente, la legislación de contratos del sector público, se caracteriza, indudablemente, al igual que prácticamente la totalidad de normas que integran nuestro ordenamiento jurídico-administrativo (por no decir todas), por tener un marcado carácter nacional. Tal hecho, por otro lado del todo lógico, se evidencia de manera patente e incontrovertible con la publicación en el Boletín Oficial del Estado del jueves 9 de noviembre de 2017 (BOE núm. 272, págs. 107714 y ss.), como otra Ley más de entre las muchas que integran nuestro ordenamiento jurídico patrio, de la normativa propia y característica de tal materia, a la sazón, Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Tal publicación, a la par que corrobora, como ya he indicado, su indudable carácter nacional, nos da pistas sobre el hecho de que la misma, a diferencia de lo que ocurre con otras muchas normas que integran nuestro ordenamiento jurídico, tiene una vertiente que conecta o se encuentra supeditada con otra u otras normativas supranacionales. Dicha proyección supranacional a que me he referido resulta palmaria con el solo hecho de contemplar la propia denominación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, la cual reconoce expresamente y sin ningún tipo de ambages que, en gran medida, sino en toda, se debe la misma y tiene su sentido y razón de ser a la transposición de las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, a nuestro ordenamiento jurídico. Ello, nótese, es tanto como decir que el origen de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, tiene su origen más allá de nuestras fronteras, concretamente y siendo más preciso, en la normativa de la Unión Europea. Es esta, por tanto, una característica que acompaña en todo momento a la legislación contractual pública, sin que por ello pueda negarse, vaya por delante, su carácter nacional, tal y como he indicado.

Abundando un poco más en lo apuntado en el párrafo precedente, cabe señalar que la incidencia de la normativa supranacional en materia de contratación pública excede con mucho la estricta órbita del Derecho Comunitario, ya que igualmente nos encontramos con regulaciones sobre dicha materia que llevan a cabo, entre otras, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), o incluso, la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL), que de alguna manera terminan también condicionando nuestra legislación sobre contratación pública. Resulta evidente, por tanto, la dimensión ya no sólo Europea sino internacional de la contratación pública y el influjo que la normativa derivada de aquella tiene en la regulación de nuestra legislación sobre contratación pública. Tal influencia es cada vez más evidente y ni que decir tiene, ha ido creciendo sostenidamente a medida que España se ha ido abriendo cada vez más a Europa y al Mundo. Quiero llamar la atención, asimismo, sobre un hecho que no deja de ser una anécdota, pero que por otro lado, tal y como he indicado, resulta sumamente relevante respecto del origen de nuestra vigente regulación contractual pública, me refiero a la alusión explícita que dentro del título de la propia Ley lleva a cabo el legislador Estatal de las Directivas Comunitarias que han propiciado aquella, ya que creo que es la primera vez que esto ocurre en nuestro ordenamiento jurídico. Era habitual hacer tales reseñas o referencias dentro del Preámbulo o Exposición de Motivos de la respectiva Ley en virtud de la cual se transponía a nuestro ordenamiento jurídico la Directiva o Directivas de que en su caso se tratase, o incluso dentro del propio texto normativo de esta última, pero no en el propio título o denominación de aquella. Ciertamente, al menos es mi parecer, no parece muy lógico ni tiene mucho sentido el aludir a tales extremos o explicaciones en el propio título de la Ley.

Procede señalar, igualmente, sobre todo en relación con aquellas personas que se acercan por primera vez a la normativa sobre contratación pública y dentro de la misma, de manera más particularizada, a la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que si bien es cierto, tal y como he apuntado, que es la primera vez que de manera expresa y directa se alude en el propio título de la Ley a Directivas Comunitarias que precisamente viene a transponer a nuestro ordenamiento jurídico aquella, no es menos cierto y también lo he indicado, que ello no constituye novedad alguna, dado que de un modo u otro, cada vez de manera más marcada se viene produciendo tal fenómeno de trasvase normativo del Derecho Comunitario al Nacional desde prácticamente la incorporación de España a la por entonces Comunidad Económica Europea (hoy, Unión Europea), allá por el ya lejano año 1986. Por ello, puede aseverarse que desde hace más de treinta y cinco años tal fenómeno viene siendo una constante dentro de nuestro ordenamiento jurídico. De hecho, sin ir más lejos, las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que, como es sabido, viene a transponer la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no vienen sino a sustituir a las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE, las cuales, respectivamente, versaban sobre Coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales (Directiva 2004/17/CE) y sobre Coordinación de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios (Directiva 2004/18/CE), transpuestas a nuestro ordenamiento jurídico por la extinta Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector público y por la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales.

Cabe apuntar, por último, para dar por terminada la incontestable influencia supranacional de nuestra contratación pública, fundamentalmente, que no exclusivamente, desde instancias Europeas, que las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, suponen la culminación de un arduo y complejo proceso de negociación llevado a cabo entre las diversas instituciones Europeas (Comisión, Consejo y Parlamento Europeo) que finalmente se acordó el 15 de enero de 2014, viendo la luz formalmente el 28 de marzo de idéntico año mediante la publicación de la normativa acordada en el Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE 57.ª año, L094). Así y en virtud de todo lo dicho, la Unión Europea con la aprobación de dichas Directivas y su posterior incorporación al ordenamiento jurídico interno de los Estados miembros, da por finalizado el proceso de revisión y modernización de las vigentes normas sobre contratación pública, cuyo propósito fundamental es, por un lado y al albur de la transposición de aquellas, tratar de corregir los errores, imprecisiones, deficiencias y vacíos detectados, bien a lo largo de todos estos años de aplicación de la normativa sobre contratación pública, bien directamente por la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, y por otro lado y a la par que tal objetivo, tratar de mejorar en la medida de lo posible determinados extremos que se consideran fundamentales, como entre otros y sin ánimo de exhaustividad, la eficiencia del gasto público, la participación en la contratación pública no sólo de grandes empresas, corporaciones o grupos empresariales, sino también de medianas, e incluso, pequeñas empresas, y del mismo modo, habida cuenta de su cada vez mayor relevancia, posibilitar que los poderes públicos utilicen la contratación pública en apoyo de objetivos sociales comunes.

* * *

Una vez puesto de manifiesto y explicado el carácter dual de la contratación pública, siquiera haya sido de manera sinóptica, me corresponde abordar ciñéndome al guion del Prólogo previamente establecido, una cuestión capital. Ni más ni menos que los objetivos que a decir del propio legislador inspiran la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los cuales, como ya he tenido oportunidad de apuntar con anterioridad, son dos, el primero «…lograr una mayor transparencia en la contratación pública…» y el segundo «…conseguir una mejor relación calidad-precio» en aquella. En relación con tales objetivos cabe señalar que no se conforma el legislador únicamente con referirse a ellos de manera expresa y puntual, ya que, amén de ello, alude a los mismos de manera reiterada y directa en múltiples ocasiones a lo largo y ancho de la Ley, destacando siempre su importancia y trascendencia como cuándo señala que: «Así, esta Ley, teniendo como punto de partida dicha transposición, no se limita a ello, sino que trata de diseñar un sistema de contratación pública, más eficiente, transparente e íntegro, mediante el cual se consiga un mejor cumplimiento de los objetivos públicos», lo que es toda una declaración de intenciones, reveladora, por un lado, tal y como he apuntado y podemos comprobar del párrafo transcrito, de los propósitos o finalidades que persigue con la misma el legislador, pero por otro lado y en sentido bien contrario al anterior, de las debilidades, imperfecciones y carencias de que adolecía, además, me permito subrayar, de manera estructural, la normativa de contratación pública española hasta el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público y al cual, como es sabido, viene a sustituir, precisamente, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, que ahora vengo comentando.

Paso a continuación, sin más preámbulos, a detenerme en el primero de dichos objetivos, a saber, la transparencia administrativa, dejando para un segundo momento el tratamiento del segundo de aquellos (eficiencia del gasto público, o lo que es lo mismo, conseguir una mejor relación calidad-precio). Por lo que a la transparencia de la contratación pública se refiere resulta pertinente hacer algunas puntualizaciones previas. En primer lugar, es preciso dejar sentado que no sólo la transparencia aplicada a la contratación pública, sino todo tipo o clase de transparencia administrativa ha constituido siempre un auténtico quebradero de cabeza para los Estados, pues a la par que los mismos son conscientes de su necesaria implantación, se muestran temerosos en idéntica medida de los efectos que aquella comporta, a saber, fiscalización y control de su funcionamiento y proceder por parte de los ciudadanos. Tales recelos no dejan de ser una constatación de que en el fondo todos los Estados, o cuando menos, muchos de ellos, no están del todo seguros o convencidos de su correcto y debido actuar, dado que si no ¿Por qué tratar de dificultar e incluso impedir aquella? Si uno hace bien las cosas y está convencido de su recto actuar, frente a tal postura, lo que busca es mostrar a todos cuantos quieran lo bien que lo ha hecho. Por tanto, frente a la ocultación, primaría la difusión o divulgación, en definitiva, la transparencia. Ni que decir tiene que ello, salvo en fechas relativamente recientes, no sólo no ha acontecido en España, sino en prácticamente ningún Estado de nuestra órbita.

En segundo lugar, debo indicar que la transparencia administrativa y dentro de ella al ser la que más nos interesa en estos momentos, aquella que se da en el ámbito de la contratación pública, pese a resultarnos hoy en día algo normal, incluso parecernos la falta de la misma algo anacrónico e injustificable, no siempre fue así. La transparencia administrativa de la que gozamos en el presente no es sino fruto de una larga, compleja y muchas veces penosa evolución, no exenta de dificultades e incluso retrocesos. Merece la pena que me detenga, siquiera sea a vuelapluma, en la misma, con el propósito de poder entender mejor y con más perspectiva la situación actual. El devenir de la transparencia administrativa en nuestro ordenamiento jurídico es susceptible de poderse dividir en cuatro grandes etapas. Una primera que iría, aproximadamente, del nacimiento de las Administraciones Públicas a finales del Siglo XIX. La misma se caracteriza por la proscripción de todo tipo o clase de transparencia administrativa, o si se prefiere y de manera más gráfica aún, por la opacidad, el secretismo y la ocultación consciente y deliberada. Es tal el «secretismo administrativo» que a los propios interesados en un procedimiento administrativo no se les permite acceder a la documentación e información propia del mismo. Evidentemente, con tal panorama, sólo quedaba ir a mejor, puesto que un nivel menor de transparencia no era posible. La segunda etapa, consecutiva de la anterior, va desde finales del Siglo XIX hasta justo antes de la Constitución Española de 1978. Bien puede calificarse dicha etapa, si se me permite de manera un tanto poética, como «el despertar de la transparencia administrativa». Indefectiblemente, las cosas mejoran respecto de la etapa precedente. Tal y como he apuntado con anterioridad, sólo cabía tal posibilidad, pues ir a peor era prácticamente imposible. En esta etapa se empieza a superar el oscurantismo característico de la precedente, si bien, en la misma aún pesa y mucho, la tendencia «secretista» imperante durante la primera, por lo que no se producen avances rápidos ni sustancialmente sorprendentes durante ella. Dentro de esta, merece destacarse, si bien ya avanzada la misma, la aprobación de la Ley de 20 de julio de 1957 sobre Régimen Jurídico de la Administración del Estado, pues esta última sí que supone un salto cualitativo y cuantitativo hacia adelante por lo que a la transparencia administrativa se refiere, sobre todo en relación con la regulación administrativa existente hasta entonces.

La tercera y cuarta etapa en la que he dividido la transparencia administrativa, las trato en punto y aparte, ya que a diferencia de las dos primeras etapas, es donde verdadera y realmente comienza a tener protagonismo y considerarse como tal la transparencia administrativa. La primera de dichas etapas, es decir, la tercera de las mismas, abarca desde la Constitución Española de 1978 hasta justo antes de la aprobación de la vigente Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. A dicha etapa perfectamente se le puede poner la etiqueta de: «consolidadora de la transparencia administrativa». Tal consolidación comienza con la propia Constitución Española, la cual, en la letra b) de su artículo 105, determina, que la Ley ordenará: «El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas». Más adelante y en aplicación de dicho precepto constitucional y de otros relacionados con aquel, que de una manera más o menos directa persiguen idéntico propósito, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, desarrolla aquellos, fundamentalmente, en sus artículos 35, letra H), 37 y 38. Dentro de esta tercera etapa y también de manera sumamente sinóptica no puedo dejar de hacer referencia, en primer lugar, a la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el Derecho de Acceso a la información en materia de Medio Ambiente, y más tarde y en segundo lugar, en cuanto que sustituta de aquella, a la Ley 27/2006, de 18 de julio, reguladora de los Derechos de Acceso a la Información, de Participación Ciudadana y Acceso a la Justicia en materia de Medio Ambiente, por cuanto que una y otra se convirtieron en referencia y adalides de la transparencia administrativa, sin nombrar o aludir directamente a tal locución, pues llevaron el Derecho de Acceso a la información, tanto de manera activa como de manera pasiva, si bien, únicamente, en el ámbito medioambiental, a unas cotas hasta entonces desconocidas. Nótese en cualquier caso, lo que no deja de ser significativo, que tanto una como otra norma, no partieron de la iniciativa del legislador nacional, siendo fruto, respectivamente, de la transposición a nuestro ordenamiento jurídico de la Directiva 90/313/CEE, del Consejo, de 7 de junio de 1990 y de la Directiva 2003/4/CEE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003.

La cuarta y última etapa que establezco respecto de la transparencia administrativa y dentro de la cual, vaya por delante, nos encontramos inmersos, es la que va desde la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, hasta el presente, la cual se caracteriza y en virtud de ello puede calificarse, o al menos así lo considero yo, como de «madurez de la transparencia administrativa». Durante la misma, qué duda cabe, la transparencia administrativa ha alcanzado, no me atrevo a decir su plenitud, porque no es así, pero sí su madurez, o al menos cierta madurez, que no quiere decir, ni mucho menos, perfección, pues para lograr alcanzar tal condición aún queda un largo trecho, el cual posiblemente tendrá lugar o acontecerá en una hipotética quinta etapa que está por venir. Dentro de esta cuarta etapa en la que nos encontramos, puede constatarse, entre otras carencias o quiebras a las que podría referirme, cómo bajo la apariencia de que se encuentra implantada de manera real y efectiva en nuestro ordenamiento jurídico la transparencia administrativa tanto de manera pasiva (ante la demanda de información por parte de los ciudadanos) como activa (por propia iniciativa de las Administraciones Públicas), en realidad la misma deja mucho que desear en todas aquellas cuestiones que, de un modo u otro, resultan incómodas, inconvenientes o comprometidas para los respectivos entes, organismos o instituciones que conforman e integran las diversas Administraciones Públicas. De ahí, tal y como he apuntado con anterioridad, que me niegue y no pueda considerar la presente etapa como de plenitud de la transparencia administrativa. Para ello, como igualmente he señalado, aún queda un largo y arduo camino en el que habrá que ir venciendo, una a una, tales dificultades y reticencias.

Pues bien, transponiendo a la contratación pública o si se prefiere, llevando a esta última las diversas etapas que integran la evolución de la transparencia administrativa en España, queda claro que sólo podría hablarse de aquella (transparencia en la contratación pública), al menos desde un punto de vista teórico, en la segunda, tercera y por supuesto, cuarta de las mismas. No puedo ocultar que en la segunda de dichas etapas, e incluso, sorpresivamente, dentro de la primera (desde el nacimiento de las Administraciones Públicas hasta finales del Siglo XIX), encontramos algún conato de transparencia administrativa en el ámbito de la contratación pública, que no (dentro de esta primera etapa) en otros ámbitos del actuar administrativo, si bien ello no deja de ser un amago, una tentativa, en definitiva, la excepción que confirma la regla. Con todo y como es del todo lógico, donde en realidad empieza a aparecer, al principio, de manera muy puntual y difuminada, y posteriormente, de manera más frecuente y explícita, la transparencia administrativa dentro de la contratación pública es en la tercera y cuarta de las etapas anteriormente descritas.

Partiendo de tal premisa y trasladando al ámbito puramente contractual la transparencia administrativa, observamos cómo en el Decreto 923/1965, de 8 de abril, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Contratos del Estado, no se cita o alude una sola vez a lo largo y ancho del mismo a la transparencia y ello, a pesar de contener un total de cien artículos. Lo más cercano o próximo a la transparencia a que alude dicha norma es a la publicidad, lo que hace en su artículo 7, en donde señala, que: «La adjudicación de los contratos se hará atendiendo a los principios de publicidad y concurrencia, salvo que esto no sea posible o conveniente a los intereses públicos». Nótese de ello, cómo se condiciona la publicidad, ni más ni menos que a la conveniencia de los intereses públicos, lo que implica, lisa y llanamente, que dependiendo o no de lo que considere o estime quien se encuentre al frente de los mismos, pueda o no llevarse a efecto aquella, pues tal remisión es tan genérica e indeterminada, que sin más explicaciones ni justificaciones y aduciendo únicamente tal conveniencia para los intereses públicos, sería suficiente para prescindir del principio de publicidad en la adjudicación de los contratos públicos. La nula referencia de que hace gala el legislador del Decreto 923/1965, de 8 de abril, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Contratos del Estado, a la palabra transparencia y la más que precaria y supeditada alusión a la publicidad, no deben sorprendernos en absoluto, es más, debemos considerarla dentro la lógica normal, si reparamos en que tal norma se circunscribe dentro de la segunda de las etapas que he descrito de la transparencia administrativa (desde finales del Siglo XIX hasta justo antes de la Constitución Española de 1978), caracterizada, tal y como he tenido oportunidad de señalar con anterioridad, por el «despertar» de la transparencia, lo que de ningún modo quiere decir su reconocimiento rotundo o inexcusable.

Dando un paso más dentro de la transparencia en materia contractual y siguiendo el orden cronológico de normas sobre contratación pública, me corresponde aludir a la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas. Lo primero que procede destacar es que se aprecian diferencias notables respecto de la norma precedente (recuérdese, Decreto 923/1965, de 8 de abril, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley de Contratos del Estado). De entrada, cabe señalar que se menciona la transparencia de manera expresa. Bien es cierto que en una sola ocasión, pero el caso es que el legislador, por primera vez respecto de la totalidad de leyes precedentes, alude a aquella. Tal alusión la hace el legislador en la Exposición de Motivos de la Ley, al hilo de comentar la Ley de Contratos del Estado que viene a derogar, en donde sobre el particular determina aquel lo siguiente: «Una de las más importantes enseñanzas de esa experiencia es la de la necesidad de garantizar plenamente la transparencia de la contratación administrativa como medio para lograr la objetividad de la actividad administrativa y el respeto a los principios de igualdad, no discriminación y libre concurrencia». Como puede verse, se da un paso adelante por lo que a la transparencia administrativa se refiere, si bien, puedo decir que la misma dista mucho de ser la que conocemos hoy en día.

Abundando más en tal referencia, se aprecia en la distancia, es decir, desde el tiempo presente en que la enjuiciamos, y por supuesto, con la perspectiva que otorga el pasar de los años, que la transparencia que contempla la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, está por configurarse y construirse conceptualmente. De hecho, se aprecia, a poco que uno se fije, que el legislador no concibe la transparencia como un fin en sí mismo, que deben cumplir las diversas Administraciones Públicas obligadas a ello, sino como un mero medio para conseguir lo que se consideran los auténticos fines que deben perseguir aquellas y que no son otros que la igualdad, la no discriminación y la libre competencia a la hora de llevar a cabo la respectiva contratación administrativa de que en cada caso se trate. Procede destacar, asimismo, que a diferencia de la legislación precedente en materia de contratos, en la Ley que ahora vengo comentado, la publicidad no brilla prácticamente por su ausencia como sí ocurría y he apuntado con aquella, dado que el legislador a lo largo y ancho de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, alude casi unas cincuenta veces a tal término. Nótese, que tal avance, no decisivo, ciertamente, pero sí sustancial, se debe a dos motivos. En primer lugar, a que dicha Ley se da dentro de la tercera de las etapas que sobre transparencia administrativa he descrito (desde la Constitución Española de 1978 hasta justo antes de la aprobación de la vigente Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno), la cual se caracteriza por darse en ella la consolidación de la transparencia administrativa, es decir, la concienciación por parte de las Administraciones Públicas de contar con ella e integrarla dentro del respectivo ordenamiento jurídico. En segundo lugar y más decisivo o determinante aún que el anterior, es que la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, trae causa, tras la incorporación de España a la por entonces Comunidad Económica Europea (hoy, Unión Europea) en el año 1986, de la obligatoria e inexcusable adaptación de la legislación española al conjunto de la legislación europea. Por ello, bien puede aseverarse, que tales avances por lo que a transparencia administrativa y publicidad se refiere, son más fruto de la necesaria adaptación de nuestra normativa contractual al Derecho Comunitario que una innovación o iniciativa del legislador español, lo que no deja de ser del todo significativo.

A la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, le sigue el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. Tiene su razón de ser al igual que aquella, en las decisiones adoptadas por los órganos de la Unión Europea y la necesidad de los Estados de adaptar su legislación interna a las mismas. En virtud de ello y a impulso, todo hay que decirlo, de la Unión Europea, las referencias a la publicidad van creciendo, aludiéndose a dicho término a lo largo y ancho de dicha norma en muchas más ocasiones que en la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas. Resulta curioso por el contrario que el término transparencia brilla por su ausencia. Ello podría, de entrada, hacernos pensar en que tal hecho es un paso atrás, aunque como explicaré a continuación, no necesariamente lo es, ya que la transparencia, al fin y a la postre, se manifiesta en cierta medida, que no en toda, en publicidad efectiva, lo que sí se mejora con creces en esta Ley. Con todo y a pesar de dicha ausencia formal, las Leyes encargadas de regular la contratación pública han continuado aludiendo tanto a la publicidad como a la transparencia cada vez de manera más prolífica y detallada, pues téngase en cuenta que cada vez nos vamos adentrando más y más en la tercera de las etapas en que he dividido la transparencia administrativa, caracterizada, como hemos visto, por la consolidación de la misma. Por otro lado y de manera paralela a tal evolución, debe repararse, igualmente, en el hecho de que la influencia en dicho sentido de la Unión Europea cada vez es más constante y mayor.

La norma que sigue al Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, no es otra que la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público. La misma supone un notable avance en materia de publicidad y sobre todo, de transparencia administrativa. Tras la no mención de la transparencia administrativa por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, siete años más tarde, la referida Ley dota al concepto de transparencia de una importancia específica a lo largo y ancho del desarrollo y regulación de la misma. El primer momento en que se alude a la transparencia administrativa es en la Exposición de Motivos, en donde se señala que: «…la normativa nacional debe adaptarse a las Directrices Comunitarias en todo lo que se refiere a exigencias procedimentales, garantías para el licitador, y preservación de los principios de publicidad, concurrencia y transparencia». A continuación se alude a la transparencia, otra vez, al regular el «Objeto y finalidad de la Ley» en el artículo 1 de la misma, en donde se establece que: «La presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los candidatos». Es por tanto, en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, donde por primera vez se trata a la transparencia como un principio aparte e individual y se equipara al resto de principios que deben regir la actuación de las Administraciones Públicas. Precisar, por último, que el concepto de transparencia se encuentra asociado a diferentes ámbitos de la contratación pública, tales como el perfil del contratante o el régimen de adjudicación de los contratos, lo que nos da una idea, siquiera sea aproximada, de la importancia y presencia que la normativa contractual va otorgando a tal principio (transparencia).

En esta evolución sumarísima que estoy haciendo de la transparencia dentro de la contratación pública, se interpone ya únicamente con la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. El mismo sigue en la misma línea que la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, pues al fin y a la postre no deja de ser un Texto Refundido en el que junto con diversas disposiciones en materia de contratación del sector público contenidas en normas con rango de Ley, procede a refundir dicha norma. Con todo, resulta necesario destacar su Título III, en el cual se regula la gestión de la publicidad por medios electrónicos, informáticos y telemáticos. Igualmente destacable es la regulación de la plataforma de contratación del Estado, la cual posibilita dar publicidad a través de Internet de las convocatorias de licitación y sus resultados, y en general, cuanta información se considere relevante en relación con los contratos que se celebren. Como puede comprobarse se siguen dando pasos y avanzando en el camino hacia una mayor transparencia en la contratación pública, al considerar que esta, sin lugar a dudas, es uno de los grandes remedios, sino el remedio por antonomasia, para erradicar, o cuando menos, aminorar muchos de los múltiples y variados males —algunos sumamente graves y enraizados, como la corrupción administrativa—, que de manera perenne aquejan a aquella hasta el punto de desvirtuarla, al hacer peligrar los principios y valores fundamentales que la articulan y que como es sabido son: publicidad, concurrencia, transparencia, igualdad, no discriminación, proporcionalidad e integridad.

Así llegamos, tras esta breve y sinóptica explicación de la transparencia en materia de contratación pública a lo largo y ancho de las más importantes Leyes de los últimos años, a la actualmente vigente, a la sazón, Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en la cual se eleva, sin lugar a dudas de ningún género, a la transparencia en materia de contratación pública a cotas nunca alcanzadas hasta entonces. Efectivamente, de la atenta lectura de dicha norma queda patente, como nunca antes, el valor, importancia y transcendencia que el legislador Estatal otorga a la transparencia en sí misma considerada y no como un medio o instrumento para conseguir otros fines o propósitos. En este sentido resulta ya sumamente esclarecedora la afirmación que lleva a cabo el legislador en el punto segundo del propio Preámbulo de dicha norma, al señalar que: «Los objetivos que inspiran la regulación contenida en la presente Ley son, en primer lugar, lograr una mayor transparencia…» (pág. 107729 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272). La verdad es que, como coloquialmente suele decirse, se puede decir más alto pero no más claro. Se constata así, sin ningún atisbo de duda, es más, de manera incontrovertible, que la vigente norma de contratación pública erige a la transparencia administrativa en pieza clave y columna vertebradora de la misma, de ahí el que con toda intención y sentido me haya centrado dentro del presente Prólogo de manera especialísima en dicha cuestión.

Tal y como he recalcado en el párrafo precedente, verdaderamente, la transparencia administrativa se convierte en la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en la auténtica piedra angular o clave de bóveda de la misma. Su constatación la encontramos no sólo en lo que sobre aquella nos dice directamente el legislador, sino igualmente a través de las múltiples referencias que a lo largo y ancho de la Ley hace este de la misma. Así y sin ánimo de exhaustividad, encontramos referencias a la transparencia administrativa dentro de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, además de en el punto segundo del Preámbulo, al que me he referido con anterioridad (pág. 107729 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272), al final, asimismo, de idéntico punto (pág. 107730 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272). También encontramos referencias a la transparencia, además de las señaladas anteriormente, en otras partes del Preámbulo de la Ley. Concretamente, al principio del apartado tercero (pág. 107730 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272), a mitad, aproximadamente, de este último (pág. 107732 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272), o a mitad del apartado cuarto de aquel (pág. 107737 del BOE de 9 de noviembre de 2017, núm. 272).

Junto a las referencias anteriormente explicitadas en las que, como hemos visto, el legislador de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, alude a la transparencia administrativa en diversos puntos y partes del Preámbulo de esta, debo señalar que en línea y de manera coherente con tales alusiones, nos encontramos igualmente con múltiples referencias a la misma a lo largo y ancho de su texto normativo. Así y sin ir más lejos, encontramos referencias expresas a la transparencia en artículos tan dispares como los siguientes: artículo 1 («Objeto y finalidad »); artículo 3.4 («Ámbito subjetivo»); artículo 11.6 («Otros negocios o contratos excluidos»); artículo 63.1 («Perfil del contratante»); artículo 64 («Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses»); artículo 115.2 («Consultas preliminares del mercado»); artículo 132 («Principios de igualdad, transparencia y libre competencia»); artículo 145.5.b) («Requisitos y clases de criterios de adjudicación del contrato»); artículo 154.7 («Anuncio de formalización de los contratos»); artículo 166.2 («Caracterización y delimitación de la materia objeto de negociación»); artículo 321.1 y 2.b) («Adjudicación de contratos de las entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores»); artículo 328.4.e) («Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado»); artículo 332.6.e) («Oficina independiente de regulación y supervisión de la contratación»); artículo 346.5 («Registro de Contratos del Sector Público»); o in fine Disposición Adicional Tercera. 8 («Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales»). Tales referencias a la transparencia, que subrayo, no son todas, ni mucho menos, las que hace el legislador de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, denotan, sin lugar a dudas de ningún género, la importancia y transcendencia estructural que otorga a dicho principio aquel. De hecho, el salto cualitativo y cuantitativo en la regulación y consideración de la transparencia administrativa respecto de cualesquiera normas sobre contratación pública existentes con anterioridad a la actualmente vigente es, ciertamente, inconmensurable. Destacar, por último, que es básicamente en ella (transparencia administrativa) donde el legislador Europeo deposita sus esperanzas para lograr superar el fraude y la corrupción congénita que atenaza la contratación pública y con ello, lograr alcanzar el siempre complejo y huidizo principio de integridad en esta última.

* * *

Por lo que al segundo objetivo que inspira la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se refiere, que tal y como se indica al comienzo del punto segundo del Preámbulo de la misma, es, junto con la transparencia ya vista, «…el de conseguir una mejor relación calidad-precio…», o lo que es lo mismo, mejorar la eficiencia en la contratación pública, debo señalar que el legislador establece una serie de medidas que, a su modo de ver, pueden coadyuvar a lograr tal propósito. Así, en primer lugar, y como novedad significativa de la vigente legislación en materia de contratación, ya que no encuentra parangón alguno con ninguna de las normas sobre tal materia precedentes a la actual, establece el legislador la obligación de velar los diversos órganos de contratación por el diseño de los criterios de adjudicación de modo y manera que permitan los mismos, en el decir de aquel: «…obtener obras, suministros y servicios de gran calidad…», para a continuación matizar que: «...concretamente, mediante la inclusión de aspectos cualitativos, medioambientales, sociales e innovadores vinculados al objeto del contrato». Ciertamente, no dudo que la intención del legislador a la hora de establecer tales parámetros o requisitos para lograr la tan pretendida mejora en la relación calidad-precio de la contratación pública de que en cada caso se trate, es buena, si bien, no veo cómo alguno de ellos pueden contribuir de manera eficiente a la consecución de tan compleja finalidad. Resulta evidente que la inclusión dentro del objeto del contrato de aspectos cualitativos, medioambientales, sociales, innovadores o cualesquiera otros que se consideren, pueden mejorar sustancialmente aquel globalmente considerado, es decir, siempre será mejor todo contrato que además de la finalidad específica que el mismo persiga vele por la protección y salvaguarda medioambiental, tenga sensibilidad social y en virtud de ello busque algún retorno o repercusión positiva en la sociedad, especialmente en ciertos grupos en riego de exclusión o en una situación de discriminación, pero dudo, muy mucho, de que ello pueda tener una repercusión directa en mejorar estrictamente la calidad en sí del contrato y más aún, que pueda tener efectos en la mejora y optimización de la relación calidad-precio que persigue el legislador.

Con independencia de la reflexión anteriormente expuesta y dado que dicho objetivo inspirador de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, recuérdese: «…conseguir una mejor relación calidad-precio…», se hace recaer en los criterios de adjudicación de los contratos, debo señalar que dentro de los mismos se procede a sustituir la tan manida y reiterada denominación de: «Criterios de valoración de ofertas» por la de: «Criterios de adjudicación del contrato», como puede comprobarse, mucho más amplia y abierta que la precedente y con menos carga y componente económico que aquella, lo que, en definitiva, viene a corroborar las pretensiones que en este sentido persigue el legislador y a las cuales he hecho cumplida referencia en el párrafo precedente. Dentro de esta misma dinámica y en perfecta sintonía con tales modificaciones terminológicas, se cambia también la denominación de: «Oferta económicamente más ventajosa» por la de: «mejor relación calidad - precio», lo que, por otro lado, y atendiendo al segundo de los principios inspiradores que contempla el legislador al comienzo del punto segundo del Preámbulo de la vigente Ley, no deja de ser del todo lógico y coherente. Se confirma así, dentro ya del texto normativo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, este importante y trascendental cambio.

Tales criterios de adjudicación del contrato y partiendo del hecho de que los mismos deberán estar vinculados necesariamente al objeto del contrato, ser formulados de la manera más objetiva posible en el empeño de garantizar los principios de igualdad, no discriminación, transparencia y proporcionalidad, y finalmente, ser evaluados en condiciones de competencia real y efectiva, se dividen en dos grandes grupos, si bien, ambos, cada uno lógicamente desde su perspectiva y correspondiente ámbito de actuación, van a encontrarse vinculados a la lógica calidad-precio, que como es sabido, es la que viene a imponer el legislador dentro de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. El primero de los grupos en que podemos dividir los criterios de adjudicación del contrato, se caracterizaría por la naturaleza de los mismos, que permite distinguir entre criterios económicos y criterios cualitativos. Los criterios económicos aluden, como fácilmente se deduce de su propia denominación, al precio o a ciertos criterios relacionados directa o indirectamente con el mismo, como la rentabilidad o coste del respectivo contrato. Por su parte, los criterios cualitativos, en sentido bien distinto al anterior, si bien y pese a ello, no desconectados totalmente de los económicos, aluden a la calidad de la oferta. Esta calidad se puede plasmar a través de múltiples formas, como la cualificación del concreto personal que va a prestar dicho contrato, la organización específica a través de la cual se va a materializar el mismo, o los servicios y garantías técnicas, profesionales o materiales que en la realización y consecución de este último se establezcan. Por lo que al segundo grupo de criterios de adjudicación se refiere, éstos atenderían a la forma de valoración, pudiendo distinguir así, entre criterios valorables mediante cifras o porcentajes y por otro lado y en sentido bien distinto al anterior, criterios cuya valoración depende de un juicio de valor. Es precisamente en relación con estos últimos donde adquiere todo su sentido y razón de ser el Comité de expertos, si bien y pese a contar con este último, se posibilita que tal evaluación pueda hacerla un organismo técnico especializado identificado en los pliegos.

* * *

Una vez analizados, tal y como se establece al comienzo del párrafo primero del punto segundo del Preámbulo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, los objetivos que inspiran la regulación contenida en la presente Ley, y que como ya he tenido oportunidad de contemplar y analizar con anterioridad, son «…lograr una mayor transparencia en la contratación pública…» y «…conseguir una mejor relación calidad-precio» en aquella, me corresponde, siguiendo el sumario o índice trazado en relación con el presente Prólogo, abordar una cuestión que se me antoja capital, a saber, la visión estratégica de que se dota a la contratación pública, lo que a diferencia de lo contemplado por todas las Leyes precedentes a la actual, comporta considerar aquella no tanto como un fin, sino como un medio para poder alcanzar otros objetivos, metas y fines de relevancia nacional, e incluso, supranacional. Como fácilmente puede deducirse, el nuevo enfoque o cambio de perspectiva que se establece en relación con la contratación pública, hace que podamos hablar de un antes y un después tras el mismo. Efectivamente, tal hecho, aparentemente menor, supone, ni más ni menos, que subvertir totalmente y de principio a fin, el sistema de contratación pública existente hasta el momento, dado que comporta poner el acento no tanto en él, como en las diversas finalidades, metas y objetivos que aquella posibilita o puede posibilitar. En definitiva, el centro de todo deja de ser la contratación pública en sí misma, para pasar a serlo las diversas opciones o posibilidades que la misma propicia. Se produce así un desplazamiento, sin precedentes, del tradicional núcleo sobre el que siempre ha gravitado la contratación pública y que no ha sido otro que ella misma.

Tras un primer acercamiento a la visión estratégica de la contratación pública y con ello a todo lo que implica y comporta la misma, cabe señalar que el legislador de Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, siendo plenamente consciente del importante y trascendental salto cualitativo y cuantitativo que ello supone en nuestro ordenamiento jurídico, no le duelen prendas en aludir expresamente a tal cuestión, lo que hace desde el mismo Preámbulo de aquella. Así, dentro de este último, manifiesta aquel (el legislador), que desea, a la par que el sistema legal de contratación pública que se establece en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, contribuya de manera decidida a aclarar las normas vigentes —ciertamente, añado yo, muy necesitadas de ello—, para de este modo alcanzar unas mayores cotas de seguridad jurídica, que la contratación pública, más allá de lo que realmente es y representa en sí misma, adquiera un valor estratégico «…como instrumento para implementar las políticas tanto europeas como nacionales en materia social, medioambiental, de innovación y desarrollo, de promoción de las PYMES, y de defensa de la competencia». Sin lugar a dudas, dicho párrafo sintetiza a las mil maravillas lo que es y debemos entender por visión estratégica de la contratación pública, constituyendo, asimismo, un ejemplo paradigmático de la misma. Por otro lado cabe señalar que tal manifestación del legislador, ni que decir tiene, no es un mero parecer o decir espontáneo o involuntario de este último, sino algo sumamente meditado y reflexionado, pues en relación con lo anteriormente apuntado y con la finalidad de no dejar lugar a dudas de ningún género, a renglón seguido asevera aquel que: «Todas estas cuestiones se constituyen como verdaderos objetivos de la Ley, persiguiéndose en todo momento la eficiencia en el gasto público y el respeto a los principios de igualdad de trato, no discriminación, transparencia, proporcionalidad e integridad». Queda patente, por tanto, ya en el mismísimo Preámbulo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que el legislador apuesta de manera decidida por una visión estratégica de la contratación pública, o si se prefiere y de manera más plástica, por una función medial o instrumental de la misma para poder alcanzar con ella diversos fines considerados valiosos a nivel nacional e incluso supranacional, por lo que puede aseverarse, sin lugar a dudas de ningún género, que tal enfoque o perspectiva termina convirtiéndose en la auténtica columna vertebral de todo el sistema, o si se prefiere, en el eje desde el que se articulan y gestionan los diversos engranajes que conforman la contratación pública.

Dentro, asimismo, del Preámbulo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en este caso, prácticamente finalizando el punto cuarto de aquel, alude el legislador, al señalar que dentro de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado se crea el Comité de Cooperación en materia de contratación pública, a que este último tiene como finalidad: «…articular un espacio de coordinación y cooperación en áreas de acción común con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales…» y lo que nos resulta más importante e interesante a los efectos que ahora nos interesan: «…elaborar la propuesta de Estrategia Nacional de Contratación Pública…». Por tanto, resulta evidente, que la visión estratégica de la contratación pública que se predica por múltiples autores de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y que del mismo modo predico en primera persona, no es, ni mucho menos, una entelequia o una deducción más o menos fundada, sino muy por el contrario algo premeditado y querido por el legislador, pues este no solo aludirá a tal estrategia de la contratación pública en el Preámbulo de la referida Ley —como es sabido, sin carácter normativo—, sino también y del mismo modo, en el texto normativo de aquella, concretamente, en su artículo 334, titulado precisamente así, es decir: «Estrategia Nacional de Contratación Pública», lo que me lleva indefectiblemente a comentar tal artículo, y procedo a hacer de inmediato.

Si acudimos al referido artículo 334 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, lo primero que comprobamos es que el mismo alude a dos artículos inmediatamente precedentes, concretamente al artículo 332 (apartado 7 en su letra a) y 333 (apartado 3). De los dos lo más reseñable se contiene en el primero de ellos, en donde se determina que la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, «a) Aprobará, a propuesta del Comité de Cooperación en materia de contratación pública, la Estrategia Nacional de Contratación Pública vinculante para el sector público prevista en el artículo 334, que se diseñará y ejecutará en coordinación con las Comunidades Autónomas y Entidades Locales». De ello se infiere, tal y como igualmente se nos dice en el propio artículo 334 (apartado 1) que la Estrategia Nacional de Contratación Pública es un instrumento jurídico vinculante y por tanto, que hay que tener en cuenta y cumplir por las diversas Administraciones Públicas. A continuación, pero dentro igualmente del apartado primero del artículo 334 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, señala el legislador que la referida Estrategia Nacional de Contratación Pública tendrá un horizonte temporal de cuatro años, así como que la misma abordará, entre otros, los siguientes aspectos: En primer lugar, el análisis de los datos disponibles sobre contratación pública en las diversas fuentes de información cualitativas y cuantitativas tanto nacionales como Europeas. En segundo lugar, la mejora de la supervisión de la contratación pública, coordinando criterios y metodologías comunes para la realización de las actuaciones de supervisión. En tercer lugar, el análisis de los mecanismos de control de la legalidad ex-ante y ex-post de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos y concesiones en todo el sector público. En cuarto lugar, la elaboración de manuales de buenas prácticas o guías que establezcan recomendaciones para aplicar en los procedimientos de contratación, que permitan preventivamente evitar la posible realización de malas prácticas en los mismos. Y en quinto y último lugar, promover la profesionalización en la contratación pública mediante actuaciones de formación del personal del sector público.

Siendo todo lo dicho hasta el momento, sin lugar a dudas, sumamente interesante, lo cierto es que donde más se aprecia la visión estratégica de la contratación pública que vengo predicando de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, al igual que tantos y tantos otros autores, es en el apartado segundo del referido artículo 334 de esta última. Efectivamente, si acudimos a dicho apartado segundo, vemos como en él, se establece que: «La Estrategia Nacional de Contratación Pública se diseñará para establecer medidas que permitan cumplir los siguientes objetivos», pasando a señalar seis, todos y cada uno de los cuales, como se comprobará a continuación, tienen una relevancia más que sobresaliente, tanto cualitativa como cuantitativamente hablando, dentro de la vigente Ley. Éstos, son los siguientes: En primer lugar: «Combatir la corrupción y las irregularidades en la aplicación de la legislación sobre contratación pública». En segundo lugar: «Incrementar la profesionalización de los agentes públicos que participan en los procesos de contratación», En tercer lugar: «Promover la eficiencia económica en los procesos de obtención de bienes, servicios y suministros para el sector público, estimulando la agregación de la demanda y la adecuada utilización de criterios de adjudicación». En cuarto lugar: «Generalizar el uso de la contratación electrónica en todas las fases del procedimiento». En quinto lugar: «Utilizar las posibilidades de la contratación pública para apoyar políticas ambientales, sociales y de innovación». Y en sexto y último lugar: «Promover la participación de las pequeñas y medianas empresas (PYME), en el mercado de la contratación pública».

Como puede comprobarse, de la referida Estrategia Nacional de Contratación Pública se colige, sin lugar a dudas de ningún género, que el legislador a través de la misma busca o pretende utilizar la contratación pública no tanto como un fin en sí mismo, sino como un medio, instrumento o herramienta para propiciar la consecución de determinados objetivos o finalidades que se consideran de interés nacional, e incluso, supranacional, para la colectividad, como son: combatir la corrupción; mejorar la formación de los agentes que intervienen en la contratación pública; promover la eficiencia económica de esta última, o lo que es igual, conseguir una mejor relación calidad-precio dentro de la misma; extender el uso de la contratación electrónica; potenciar a través de la contratación pública políticas ambientales, sociales y de innovación; o promover la participación de las pequeñas y medianas empresas.

Por otro lado y sin dejar todavía el artículo 334 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, debo señalar, por último, algunos aspectos que igualmente me parecen relevantes en relación con la Estrategia Nacional de Contratación Pública. Por ejemplo y entre otros, que esta última, tras su elevación por el Comité de Cooperación en materia de contratación pública y consiguiente aprobación por la Oficina independiente de regulación y supervisión de la contratación, se remitirá a la Comisión Europea, haciéndose posteriormente público su contenido en la Plataforma de Contratación del Sector Público (apartado cuarto del artículo 334), o que el Comité de Cooperación en materia de contratación pública, transcurridos los dos primeros años desde la aprobación de la Estrategia Nacional de Contratación Pública, hará una primera valoración de la aplicación de la misma (apartado quinto del artículo 334), o finalmente, que agotado el período de vigencia de la misma el referido Comité de Cooperación en materia de contratación pública elaborará un informe sobre los resultados de la aplicación de aquella (apartado sexto del artículo 334), todo lo cual nos da una idea, siquiera sea aproximada, de la relevancia e importancia global que se otorga a la Estrategia Nacional de Contratación Pública, no conformándose el legislador, con su sola aprobación y publicación, ya que establece mecanismos de vigilancia y control durante su período de ejecución, a la par que trata de que la misma, a resultas de su experiencia práctica, pueda mejorarse en sus aspectos formales y sustantivos. Mención aparte requiere el contenido del apartado séptimo del artículo 334, en el cual el legislador determina, imperativamente, que la Oficina independiente de regulación y supervisión de la contratación tiene un plazo máximo de nueve meses desde la publicación de la presente Ley en el Boletín Oficial del Estado para aprobar la que será la primera Estrategia Nacional de Contratación Pública, lo que, como es del todo lógico, hace intencionadamente con la finalidad de impedir que pueda verse demorada la misma sine die y con ello, quede, como por desgracia tantas otras veces ocurre con otras obligaciones que en parecidos o similares términos establece el legislador, en mero papel mojado.

* * *

Una vez analizado dentro del presente Prólogo el carácter dual de la contratación pública (punto primero), posteriormente, los objetivos que inspiran la presente Ley (punto segundo) y tras ellos, la nueva concepción o visión estratégica de la contratación pública que caracteriza la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (punto tercero), me corresponde abordar, en virtud del punto cuarto del esquema que vengo siguiendo, las novedades más significativas —vaya por delante, que no todas y cada una de las mismas, pues tal propósito excedería con mucho el objeto y finalidad del presente Prólogo—, que ha introducido el legislador a lo largo y ancho de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Antes de entrar a abordar tal cuestión, cabe señalar con carácter general y previo a la misma, que el esquema o modelo creado por la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que como es sabido establece como uno de los ejes de la aplicación de la Ley el concepto de poder adjudicador, introducido por esta como consecuencia de la incorporación al Derecho español de la Directiva Comunitaria 2004/18/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, es seguido por la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. Efectivamente, la normativa sobre contratación pública española vigente hasta la entrada en vigor de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, se caracterizaba de manera unánime por hacer recaer el núcleo de la misma, que, por cierto, todo lo condicionaba, en la contratación de las Administraciones Públicas, que es tanto como decir que en el contrato o clases de contratos que podían llevar a efecto a aquellas. Todo cambia, tal y como he apuntado con anterioridad, con la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico de contratación pública, por imposición del Derecho Comunitario, del denominado poder adjudicador. Este, como igualmente he indicado anteriormente, le mantiene la vigente legislación contractual, si bien, con alguna salvedad, en cualquier caso no de transcendencia global, aunque sí de cierto calado, como es el suprimir las instrucciones internas de contratación, tanto para los contratos sujetos a regulación armonizada como para el resto que no lo están, de los poderes adjudicadores no Administración Pública. En cualquier caso, ello no obsta en el presente, ni ha sido un obstáculo en el pasado, para que la legislación de contratación pública española regule y haya regulado desde entonces, al igual que antes de introducir el concepto de poder adjudicador, los contratos de las Administraciones Públicas y que esta siga teniendo un peso decisivo y sea una referencia determinante para el resto de entidades del sector público. Subrayar, por último, que del mismo modo la vigente regulación sigue manteniendo la distinción entre contratos sujetos a regulación armonizada y aquellos que no lo están, si bien, lógicamente, habida cuenta del tiempo transcurrido, las cuantías económicas, o en palabras más técnicas del legislador, los umbrales comunitarios que diferencian unos de otros, no son los mismos.

Entrando ya en el articulado en sí de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, debo señalar que el mismo se estructura en un Título Preliminar y cuatro Libros sucesivos. El Título Preliminar, denominado «Disposiciones generales», contempla, como suele ser habitual en prácticamente la generalidad de las Leyes, los aspectos más básicos y transversales de la Ley: «Objeto y ámbito de aplicación de la Ley» (Capítulo I) y «Contratos del Sector Público» (Capítulo II). El Libro Primero, se titula: «Configuración general de la contratación del sector público y elementos estructurales de los contratos», y regula dentro de él, principalmente: «Disposiciones generales sobre la contratación del Sector Público» (Título I); «Partes del Contrato» (Título II); «Objeto, presupuesto base de licitación, valor estimado, precio del contrato y su revisión» (Título III) y «Garantías exigibles en la contratación del sector público» (Título IV). El Libro Segundo regula la preparación de los contratos administrativos, la selección del contratista y la adjudicación de estos contratos, así como los efectos, cumplimiento y extinción de los mismos. Dicho Libro, se titula, exactamente, «De los contratos de las Administraciones Públicas», dividiéndose en las siguientes dos partes, como más importantes y significativas: «Disposiciones generales» (Título I) y «De los distintos tipos de contratos de las Administraciones Públicas» (Título II). El Libro Tercero y como lógico complemento del Libro precedente, se titula: «De los contratos de otros entes del sector público». Dentro del mismo cabe distinguir las siguientes partes: «Contratos de los poderes adjudicadores que no tengan la condición de Administraciones Públicas» (Título I) y «Contratos de las entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores» (Título II). El Libro Cuarto, por último, bajo la denominación de «Organización administrativa para la gestión de la contratación», se divide en las siguientes partes: «Órganos competentes en materia de contratación» (Título I); «Registros oficiales» (Título II) y «Gestión de la publicidad contractual por medios electrónicos, informáticos y telemáticos» (Título III).

Con la finalidad de ir destacando o reseñando de la manera más ordenada posible las novedades más significativas y relevantes que incorpora la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que no todas y cada una de ellas, insisto, considero oportuno seguir la propia sistemática y estructura que esta última contempla para sí, máxime, teniendo en cuenta que dichas novedades no se concentran en una parte especial o concreta de aquella, sino que, muy por el contrario, se extienden a lo largo y ancho de todo su articulado, tal y como tendremos la oportunidad de comprobar a continuación. Únicamente apuntar que en la consecución de tal propósito me ceñiré, no totalmente, pero sí de manera sustancial, a las novedades que el propio legislador destaca a lo largo y ancho del Preámbulo de la Ley, dado que, por un lado, comparto, prácticamente en su totalidad, la relevancia e importancia de las novedades que destaca aquel, y por otro lado, opta el mismo por exponer tales novedades siguiendo la misma sistemática por la que finalmente me he decantado. Por último y antes de entrar a analizar las novedades más significativas y dignas de reseña, subrayar que la parte que cuantitativa y cualitativamente menos modificaciones ha sufrido respecto de la legislación precedente ha sido aquella en la que se lleva a cabo la regulación del régimen jurídico del contrato de obras, suministro y servicios.

Entrando ya a analizar el Título Preliminar de la Ley, debo aludir, en primer lugar, a las novedades introducidas en el ámbito subjetivo y objetivo. Por lo que al ámbito subjetivo se refiere, cabe señalar que el mismo se ha extendido con el propósito y finalidad de aplicar la normativa sobre contratación que contiene la vigente Ley a entidades no sujetas hasta entonces, como los partidos políticos, las organizaciones sindicales y las empresariales, así como las fundaciones y asociaciones vinculadas a cualquiera de ellos. Resulta especialmente reseñable, del mismo modo, el hecho de que se ha adaptado la tipología de las entidades incluidas dentro del ámbito subjetivo a la establecida en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Por lo que al ámbito objetivo de aplicación de la Ley se refiere, debo hacer notar que se han estructurado de forma más definida los supuestos de contratos y negocios jurídicos no incluidos en la legislación contractual, esclareciéndose algunos supuestos, como los contratos patrimoniales que plateaban no pocas controversias en torno a los mismos. Por último, precisar, igualmente, que se ha añadido algún supuesto nuevo, como los contratos que tienen por objeto la realización de campañas políticas, los cuales quedan exentos de las normas de la presente Ley.

Con todo, las principales novedades que encontramos dentro del Título Preliminar de la Ley las encontramos en la regulación del contrato de concesión, en el contrato mixto y en el contrato de colaboración público-privada. En el ámbito de las concesiones desaparece la figura del contrato de gestión de servicio público y con él la regulación de las diversas formas o modos de gestión indirecta de los servicios públicos que se contemplaban en el artículo 277 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Estado, y que como se recordará, eran: La Concesión, la Gestión Interesada, el Concierto y la Sociedad de Economía Mixta. En su lugar surge, como consecuencia de la Directiva 2014/23/UE de adjudicación de contratos de concesión, la nueva figura de concesión de servicios, la cual se incorpora, dentro de la categoría de las concesiones, a la ya existente concesión de obras. Especialmente destacable es el hecho de que dichos contratos de concesión (concesión de servicios y concesión de obras), deben caracterizarse, para poder considerarse como tales, por hacer una transferencia la respectiva Administración Pública del riesgo operacional inherente y propio de los mismos al concesionario. Este es y debe ser, precisamente, su signo distintivo y caracterizador. De hecho, si tal característica no se da, es decir, que quien asume el riesgo no es el concesionario sino la respectiva Administración Pública de que en cada caso se trate, no nos encontraríamos ante un contrato de concesión de servicios, sino ante un contrato de servicios, lo que es extensible igualmente al ámbito de las obras (contrato de concesión de obras-contrato de obras).

Por lo que al contrato mixto se refiere, señalar que se distingue entre la preparación y adjudicación del contrato, donde se recogen las normas que sobre el particular establecen las Directivas, y los efectos y la extinción del mismo. Respecto a la preparación y adjudicación, la regla general es que al contrato mixto se le aplican las normas del contrato cuya prestación sea la principal o cuyo valor estimado sea más elevado. Por lo que a los efectos y extinción de dicho contrato se refiere, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se remite a lo que se establezca en los correspondientes pliegos de cláusulas administrativas. Por último y en relación con el contrato de colaboración público-privada, señalar que el mismo directamente se suprime, al considerar que tenía escasa utilidad práctica, al poderse realizar el objeto perseguido por el mismo a través de otras modalidades contractuales, como entre otras, fundamentalmente, a través del contrato de concesión.

Analizadas, siquiera sumariamente, las principales novedades que dentro del Título Preliminar de la Ley se dan, me corresponde abordar a continuación, siguiendo la propia sistemática de la Ley, el Libro Primero de la misma. Pues bien, dentro de este último debo señalar que resultan destacables las siguientes novedades. En primer lugar, la nueva regulación del denominado «medio propio» de la Administración, en definitiva, encomiendas de gestión o aplicación práctica de la técnica conocida como contratación «in house», que pasa a llamarse «encargos a medios propios». En virtud de ello, nos encontramos con casos de encargo entre entidades del sector público que no dejan de ser supuestos de ejecución directa de prestaciones a través de medios propios personificados. Se distingue, eso sí, según haya hecho dicho encargo un poder adjudicador o por el contrario otra entidad que no goce de tal consideración. Al margen de ellos, se mantiene, por supuesto, la ejecución directa de prestaciones por las propias Administraciones Públicas con la colaboración de empresarios particulares o a través de medios propios no personificados. Reseñable resulta también, dentro del Libro Primero, el hecho de que se suprime la cuestión de nulidad, si bien sus causas pueden hacerse valer a través del recurso especial en materia de contratación. De igual modo y especialmente destacable también es el hecho de que se amplía el ámbito de aplicación del recurso especial en materia de contratación, dejando de estar vinculado el mismo a los contratos sujetos a regulación armonizada. Por otro lado, dicho recurso, que sigue manteniendo el carácter potestativo propio del mismo, tendrá efectos suspensivos siempre que el acto recurrido sea el de adjudicación, salvo en el caso de contratos basados en un acuerdo marco o de contratos específicos en el marco de un sistema dinámico de adquisición. Asimismo, el recuro especial en materia de contratación se podrá interponer contra los anuncios de licitación, pliegos, documentos contractuales, encargos a medios propios siempre que no cumplan las condiciones previstas en esta Ley y acuerdos de rescate de concesiones.

Otros aspectos igualmente reseñables dentro del Libro Primero de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, son la introducción de una norma especial relativa a la lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses, mediante la cual se impone a los órganos de contratación la obligación de adoptar las medidas adecuadas para luchar contra el fraude, el favoritismo y la corrupción, y más allá de ello, detectar y solucionar de modo efectivo los conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación. Dentro, asimismo, de dicho Libro Primero, se lleva a cabo la regulación de un nuevo régimen de clasificación empresarial en el que se incluyen las últimas novedades legislativas existentes en dicha materia hasta el momento. Del mismo modo, se lleva a cabo dentro del Libro Primero que ahora nos ocupa, un ejercicio de clarificación de determinados conceptos («cuantía», «importe del contrato», etc…), que estimo era necesario, incluso, resultaba ineludible. Por último, señalar, que se aprovecha igualmente el nuevo texto normativo para, dentro del Libro Primero, acomodar las normas correspondientes a la revisión de precios en los contratos públicos a lo dispuesto en la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española.

Por lo que al Libro Segundo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se refiere, merecen destacarse como novedades más significativas, el que dentro de la parte correspondiente a la preparación de los contratos, se incorpora la regulación de las consultas preliminares del mercado y ello, con la finalidad de preparar correctamente la licitación e informar a los operadores económicos acerca de los planes de contratación del órgano correspondiente y de los requisitos que exigirá para concurrir al procedimiento. Asimismo, se extiende la regulación de nuevos medios de acreditación que confirmen que las obras, productos, servicios, procesos o procedimientos de que se trate, cumplen con los baremos y estándares de calidad que se exigen. Por otro lado, se incorpora el régimen comunitario de publicidad de los contratos establecido en las nuevas Directivas.

Dentro, asimismo, del Libro Segundo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, debo destacar, en este caso, en relación con la adjudicación de los contratos, pese a que ya era contemplada en la legislación precedente, la declaración responsable y ello, dado que la misma se ve potenciada e incrementada notabilísimamente con la finalidad de contribuir a la simplificación administrativa. Por lo que a los procedimientos de adjudicación de los contratos en sí se refiere, cabe destacar que junto con los procedimientos existentes (abierto, negociado, diálogo competitivo y restringido) se introduce uno nuevo denominado asociación para la innovación. Por lo que al procedimiento abierto se refiere, señalar, que se crea un nuevo tipo o clase dentro del mismo, a saber, el procedimiento abierto simplificado. En relación con el procedimiento negociado y frente a la creación de un nuevo tipo o clase de procedimiento en el abierto, aquí sucede justo lo contrario, dado que se suprime el procedimiento negociado con y sin publicidad por razón de la cuantía. Por último y respecto de la ejecución de los contratos, apuntar que una novedad especialmente destacable tiene que ver con el régimen de modificación de los mismos, en línea con lo marcado por las Directivas Comunitarias, que por primera vez regulan esta materia. Del mismo modo debo llamar la atención sobre las novedades introducidas en relación con la subcontratación y las medidas de racionalización técnica de la contratación, estructuradas en dos elementos, los acuerdos marco y los sistemas dinámicos de adquisición. Igualmente destacable es el nuevo régimen que establece esta Ley en relación con la contratación centralizada.

En el Libro Tercero de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, como novedades más dignas de reseña cabe mencionar la supresión de las instrucciones de contratación de los contratos de poderes adjudicadores no Administración Pública, así como del resto de entes del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores, debiéndose adjudicar estos contratos por los procedimientos establecidos para las respectivas Administraciones Públicas. Por otra parte, cabe destacar la introducción de la necesaria autorización, previo dictamen del Consejo de Estado, de la Administración de tutela o adscripción para modificaciones superiores al 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido, en el caso de contratos de importe superior a seis millones de euros.

En el Libro Cuarto y último de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, merece ser destacado el ambicioso esquema de tres órganos colegiados que a nivel estatal se establece con el doble objetivo de dar cumplimiento a las obligaciones de gobernanza que contemplan las Directivas Comunitarias y de combatir las irregularidades en la aplicación de la legislación sobre contratación pública. Dentro de aquel, debo hacer alusión, en primer lugar, a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, la cual se erige en punto de referencia para la cooperación con la Comisión Europea, debiendo por tanto, y en entre otras funciones, remitir los informes de seguimiento y cumplimiento que establecen las Directivas Comunitarias. Por otro lado, continúa siendo el órgano específico de regulación y consulta en materia de contratación pública del sector público estatal. El segundo órgano al que debo hacer referencia dentro del ambicioso esquema a que me he referido con anterioridad, es el Comité de Cooperación en materia de contratación pública, cuya finalidad es articular un espacio de coordinación y cooperación en áreas de acción común con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, así como elaborar una propuesta de Estrategia Nacional de Contratación Pública. Por último, el tercer órgano que integra el esquema para dar cumplimiento a las obligaciones de gobernanza y combatir las irregularidades en la legislación sobre contratación pública, es la Oficina de Supervisión de la Contratación, con plena independencia orgánica y funcional, la cual debe rendir cuentas anualmente tanto a las Cortes Generales como al Tribunal de Cuentas sobre sus actuaciones. Su función es coordinar la supervisión en materia de contratación pública de los poderes adjudicadores del conjunto del sector público, con la finalidad de velar por la correcta aplicación de la legislación en esta materia, dado que las Comunidades Autónomas pueden crear sus propias Oficinas de Supervisión. No puedo terminar la relación de novedades que contiene el Libro Cuarto, sin apuntar, siquiera sumarísimamente, que se lleva a cabo una nueva regulación de la Mesa de Contratación y de la obligación, por esta, de remisión de información de fiscalización al Tribunal de Cuentas u órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma.

* * *

Tras analizar los cuatro primeros puntos del sumario que he expuesto al principio del presente Prólogo respecto del contenido de este último, procede abordar el quinto y último de los mismos, en el cual y atendiendo al referido sumario, me corresponde hacer una sumarísima reflexión sobre todo lo que, a mi modo de ver, representa y encarna con carácter general, tanto en sus «luces» como en sus «sombras», la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. Pues bien, atendiendo a tal compromiso y sin necesidad de más preámbulos, procedo de inmediato a exponer mis impresiones y apreciaciones sobre la tan reiterada Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no sin antes subrayar, que no pretendo ser exhaustivo en la exposición de unas («luces») y otras («sombras»), por lo que me ceñiré, únicamente, a aquellas que me resultan más llamativas o significativas, en definitiva, más dignas de mención.

Lo primero que considero que debe decirse de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, una vez leída la misma con atención, es que si de algún modo se quiere sintetizar o calificar todo lo que la misma representa o encarna, no encuentro mejor forma de hacerlo que señalando que la misma es, por antonomasia, la Ley de Contratos del Sector Público de la transparencia y de la visión estratégica de estos últimos, es decir, de los contratos que se dan y tienen lugar dentro de la misma. Para mí y es un parecer personal, la transparencia y la visión estratégica de la contratación representan, sin lugar a dudas de ningún género, no sólo ya lo que es la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, sino sobre todo y más importante aún, hacia donde tiende, camina y aspira a llegar la misma. El primero de dichos atributos que no sólo caracteriza a la Ley, sino que la impregna por doquier, a saber, la transparencia administrativa, tiene múltiples ramificaciones que se manifiestan en todas y cada una de las fases de la contratación pública, siendo con mucho la más destacada y significativa de entre todas ellas, aquella que a través de la misma (transparencia) trata de erradicar, o cuando menos, aminorar la congénita corrupción que en derredor de la contratación pública acontece. En este sentido y desde dicha óptica, la transparencia se constituye en adalid del principio de integridad que de manera decidida y sin ambages persigue el legislador. Por otro lado, el segundo atributo que caracteriza idéntica norma, la visión estratégica de la contratación, persigue que aquella no se considere un fin en sí mismo, tal y como por otro lado se venía considerando, sino como un medio, instrumento o herramienta para lograr alcanzar otras metas, finalidades u objetivos de mayor y más profundo valor y calado para toda la colectividad.

Cabe destacar, asimismo, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que frente a lo que algunos consideran, la misma va mucho más allá de la mera y simple transposición de las dos Directivas a que alude en su propio título, siendo bien ilustrativo de tal afirmación lo que dentro del propio Preámbulo de aquella determina el legislador, al señalar: «…que, si bien el motivo determinante de la presente Ley es la transposición de las dos Directivas citadas, no es el único…», precisando a renglón seguido que: «Así, esta Ley teniendo como punto de partida dicha transposición, no se limita a ello, sino que trata de diseñar un sistema de contratación pública, más eficiente, transparente e íntegro, mediante el cual se consiga un mejor cumplimiento de los objetivos públicos…», lo que entiende el legislador que debe lograrse: «…tanto a través de la satisfacción de las necesidades de los órganos de contratación, como mediante una mejora de las condiciones de acceso y participación en las licitaciones públicas de los operadores económicos, y, por supuesto, a través de la prestación de mejores servicios a los usuarios de los mismos». Como puede comprobarse de los párrafos transcritos del Preámbulo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, si bien es cierto que el origen de la presente Ley viene dado por la necesaria y forzosa transposición de sendas Directivas a nuestro ordenamiento jurídico, no es menos cierto, que el legislador, aprovechando tal coyuntura, reconsidera, rectifica, modifica, corrige, suprime o innova múltiples cuestiones respecto de la legislación precedente en materia de contratación pública, muchas de las cuáles poco o nada tienen que ver con la transposición de tales Directivas, por lo que desde dicho prisma y concepción, en absoluto reduccionista, debe ser entendida e interpretada la presente Ley en su conjunto.

Resulta oportuno llamar la atención, asimismo, sobre el hecho de que no todas, pero sí muchas de las novedades que contempla la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se encuentran entreveradas a lo largo y ancho de la misma, y no sólo ello, sino interconectadas entre sí. He puesto ya algún ejemplo de ello, como el de la transparencia y la lucha contra la corrupción, ya que esta última para poder triunfar y llevar a su máxima expresión el predicado principio de integridad en la contratación pública, requiere de aquella. Otro tanto de lo mismo podríamos decir de la relación y vinculación mutua que la transparencia tiene sobre la publicidad y dentro de esta, en el nuevo perfil del contratante que se establece. Pero no sólo puedo poner este ejemplo, sino muchos otros, como por ejemplo el consistente en conseguir una mejor relación calidad-precio dentro de la contratación pública, dado que el mismo guarda una estrecha relación con las novedades introducidas en relación con los criterios de adjudicación de los contratos públicos, o sin ir más lejos, con la simplificación administrativa o reducción de la burocratización, que indudablemente también contribuyen a aquella. En definitiva, se aprecia, tal y como he apuntado con anterioridad, que muchas, no todas, de las novedades que contempla la Ley se encuentran profundamente enraizadas e interconectadas entre sí, en el objetivo y propósito común de lograr una mejor y más eficiente contratación pública.

A modo de recapitulación final de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, puedo señalar que con, a mi modo de ver, sus «luces» [favorecimiento de la competencia y desarrollo económico de las pequeñas y medianas empresas mediante la apertura y adaptación a las mismas de los procedimientos de contratación pública; robustecimiento de las medidas para luchar contra la morosidad; aminoramiento de la carga administrativa en la búsqueda de una mayor simplificación y eficiencia en la contratación; fortalecimiento de las medidas anticorrupción en la búsqueda sublimada del principio de integridad en la contratación pública; establecimiento de un nuevo y parece que más efectivo sistema de gobernanza en relación con la contratación pública; reforzamiento del ámbito subjetivo y objetivo de aplicación de la Ley; afinamiento del recurso especial en materia de contratación; agrupamiento del ámbito jurisdiccional en todas las fases de preparación y adjudicación, al margen del importe y naturaleza del poder adjudicador, quedando residenciadas en la jurisdicción Contencioso-Administrativa; cumplimiento del mandato de aplicación generalizada de medios electrónicos en la contratación pública; mejoramiento de la cooperación vertical y horizontal y su control (medios propios y convenios) a la hora de hacer encargos relativos o atinentes con la contratación pública; perfeccionamiento tanto de la tipología contractual como de determinados aspectos y cuestiones técnicas en prácticamente cada uno de tales contratos; abundamiento en la eficiencia de la contratación pública (relación calidad-precio); acrecentamiento de la transparencia administrativa y asentamiento de una visión estratégica de la contratación pública, entre otras muchas cualidades positivas a las que podríamos aludir], pero también «sombras» [abigarramiento, complejidad y difícil entendimiento de la Ley, para el común de la ciudadanía, e incluso, para los operadores jurídicos, como consecuencia de asumir aquella la estructura de disposiciones precedentes; arrinconamiento y marginación de medidas tendentes a garantizar un adecuado nivel de protección del interés general, lo que ampara un tipo de regulación sustancialmente más propicia para los contratistas; enmarañamiento y complejidad del contenido de múltiples artículos como consecuencia de tener un extensión, alguno de ellos, superior a las dos, e incluso, tres páginas, debido a que la Ley es casi más un reglamento que una Ley; mantenimiento de un sistema dual en el que se abre la puerta a que haya contratos del sector público sometidos a Derecho Público y otros al Derecho Privado, lo que termina generando ciertos problemas y dificultades a los órganos jurisdiccionales encargados de controlar la actividad pública; retraimiento y parvedad a la hora de regular el control económico de los contratos de entidades del sector público que no tienen la consideración de Administraciones Públicas, dado que los mismos quedan sometidos a un régimen mucho más laxo en cuanto a su publicidad y fiscalización], el balance global de la misma, es sumamente positivo y esperanzador. Todo parece indicar que avanzamos hacia una mejor y más óptima contratación pública en prácticamente todos los aspectos y partes que la integran, por lo que en este sentido debemos felicitarnos por ello.

En cualquier caso y para poner punto y final a la presente reflexión, en gran medida valorativa, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, debo señalar, dentro del convencimiento absoluto que tengo sobre el particular, que ninguna de las novedades, avances, mejoras y ventajas anteriormente expuestas a modo de resumen, tendrán valor o importancia alguna, pese al sustancial, e incluso, me atrevería a decir, trascendental cambio que la suma de todas ellas ha comportado en el planteamiento, concepción y gestión de la contratación pública, de no lograr, de una vez por todas, la que tendría que ser normal, pero de hecho y por desgracia no lo es, estabilidad normativa, pues sólo partiendo del debido y necesario asentamiento y maduración de la Ley se podrá ir profundizando más y mejor en el contenido sustantivo de la misma, a la par que en una mayor y mejor profesionalización de todos aquellos agentes y operadores que de manera directa o indirecta, mediata o inmediata, tienen que vérselas con la misma, para así poder avanzar hacia una cada vez mejor gestión, caracterizada, por ser más transparente e integra, a la vez que estratégica, en beneficio de toda la sociedad.

* * *

Tal y como he manifestado al comienzo del presente Prólogo, tras la exposición de los cinco puntos que quería exponer dentro de él y con ellos, una vez cumplido, al menos ese es mi deseo, el doble propósito que me proponía lograr con el mismo, que tal y como igualmente apunté en su momento, no era y es otro que servir, por un lado, de introito al contenido del libro en sí, y por otro lado, aportar una visión, siquiera sea panorámica, sobre los aspectos más relevantes de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, me corresponde, como resulta obligado y no puede ser de otro modo (de bien nacido es ser agradecido), referirme, en un tono más cercano y menos académico, al autor de la presente obra, Prof. Dr. Don José Manuel Cantera Cuartango.

Conocí al autor de este libro, Don José Manuel Cantera Cuartango, hace ya muchos años, aproximadamente, unos veintidós , cuando tuve la fortuna de tenerle como alumno en la asignatura que entonces impartía en cuarto curso de la Licenciatura de Derecho —en la Facultad de Derecho de la Universidad de Burgos—, a la sazón, Derecho Administrativo II (Parte Especial). Ya, por entonces, el prometedor alumno que era y que el discurrir del tiempo no ha hecho sino confirmar, descollaba entre sus compañeros por su interés, atención, inquietudes intelectuales y animosidad a la hora de trabajar, virtud esta última, por cierto, que le ha acompañado a lo largo y ancho de toda su vida y a quien debe, en gran medida, si no en su totalidad —aparte de otra serie de factores exógenos que, sin lugar a dudas, han podido igualmente contribuir (familia, amistades, entorno profesional, etc.)— el haberse convertido en el competente y respetado profesional que es en la actualidad.

Tras finalizar su Licenciatura en Derecho seguí manteniendo contacto, más o menos fluido, con el autor del presente libro que ahora tengo el honor de prologar, al entablar, por diversos avatares de la vida, amistad con él, al coincidir, con cierta asiduidad, en círculos y ambientes culturales frecuentados por ambos. Ello, me permitió seguir su evolución, caracterizada, por las virtudes que he tenido la oportunidad de apuntar en el párrafo precedente, y así ver como con el tiempo —no sin grandes dosis de esfuerzo y dedicación—, conseguía cumplir sus objetivos profesionales a más corto plazo, que se concretaban en sacar las oposiciones que por aquel entonces se encontraba preparando: Funcionario de la Administración Local con Habilitación de Carácter Estatal, Subescala Secretaría-Intervención y Técnico Superior de Administración General del Excmo. Ayuntamiento de Burgos. La consecución de esta última oposición le permitió entrar en dicha Administración Pública y dentro de la misma, en concreto, en la Sección de Hacienda, Contratación y Patrimonio, lo que le posibilitó trabajar en su día a día, desde un punto de vista no sólo teórico, sino también práctico, sobre una materia troncal del Derecho Administrativo: La Contratación Pública, la cual, por otro lado, hacía tiempo que le venía cautivando, quizá, al percibir, no sin cierta dosis de razón, que tal temática, por la variedad y complejidad de la que es acreedora —ante la multitud de supuestos puntuales y dispares a los que tiene que enfrentarse de manera cotidiana—, siempre resulta novedosa, lo que propicia, la existencia de múltiples cuestiones por resolver, concretar o matizar y por ende, una rica y prolija problemática jurídica por explorar y desenmarañar, ya no sólo desde una concepción meramente teorética, sino también —lo que es más preocupante, al afectar a las Administraciones Públicas, profesionales relacionados con tal sector y en última instancia, ciudadanos—, desde su aplicación práctica.

* * *

Tal inquietud y preocupación, por las lagunas, incoherencias y contradicciones, existentes en materia de Contratación Pública, en definitiva, por su trabajo, que el autor de la presente obra, no sin cierta exageración, puedo decir, ha llevado hasta el paroxismo, es lo que ha propiciado, precisamente, una auténtica especialización del mismo en tal materia. Así, desde hace ya algunos años, no conformándose con la mera lectura y estudio de manuales y monografías especializadas sobre tal materia, ni con la diversa y variada jurisprudencia existente sobre el particular, o los innumerables informes existentes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado o de las Juntas Consultiva de Contratación Administrativa de las diversas Comunidades Autónomas, ha realizado múltiples y variados cursos de especialización y profundización en dicha materia, para, finalmente, en una evolución previsible, lógica y razonable de todo el conocimiento y saber adquirido, dar a conocer su cada vez más profundo, reflexivo y contrastado parecer (en la teoría y la práctica) sobre algunas de las cuestiones más candentes del actual panorama de la Contratación Pública, lo que se ha materializado, a día de hoy, en la publicación, ni más ni menos, que de tres libros y múltiples artículos científicos y de opinión en algunas de las revistas más prestigiosas sobre Contratación Pública a nivel nacional.

Esta última actividad del Prof. Dr. Don José Manuel Cantera Cuartango a que me acabo de referir, ha propiciado que determinados Organismos e Instituciones Públicas, como entre otros, el Instituto Nacional de Administración Pública o la Federación Regional de Municipios y Provincias de Castilla y León, se hayan fijado en él y de hecho, de un tiempo a esta parte requieran sus servicios como docente en todos aquellos cursos que versan o tratan sobre Contratación Pública. Esta última actividad formativa ha acentuado, más, si cabe, la dedicación y preocupación del autor de la presente obra por todos los temas que tienen que ver con el proceloso y complejo mundo de la Contratación Pública, ante las inteligentes e incisivas dudas que el cualificado público asistente a sus ponencias habitualmente le formula sobre diversas cuestiones relativas a la contratación pública. Pues bien, este círculo virtuoso en el que se encuentra Don José Manuel Cantera Cuartango, es el que propicia (lo sé de primera mano) un innumerable número de proyectos y actividades del más variado tipo y clase (cursos, seminarios, jornadas, futuras publicaciones, etc…), sobre contratación pública y de entre ellos, como uno más de los mismos, el libro que hoy, en su segunda edición (sobre esta Ley), renovada, ampliada y actualizada (lo que no deja de ser del todo ilustrativo de su más que buena aceptación y acogida por parte del público) afortunadamente ve la luz, bajo el título: «Vademécum de Contratación Pública. Las 1.400 preguntas y respuestas que analizan el nuevo contenido de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público». No puedo dejar de referirme, como un último paso sumamente relevante que dentro de sus inquietudes profesionales e intelectuales ha dado el Prof. Dr. Don José Manuel Cantera Cuartango, a la brillante Tesis Doctoral que sobre Contratación Pública defendió el pasado 28 de julio de 2021 en la Facultad de Derecho de la Universidad de Burgos y que a juicio de la Comisión evaluadora mereció la calificación de: «Sobresaliente Cum Laude por unanimidad», siendo posteriormente acreedora del Premio Extraordinario de Doctorado, lo que no hace sino corroborar, una vez más, la imparable trayectoria y enorme cualificación de dicho autor, especialmente dentro del ámbito de la contratación pública.

* * *

Quiero aprovechar la oportunidad que me brinda la deferencia del autor al haberme solicitado el presente Prólogo para insistir en una característica que quizá no se ha puesto suficientemente de relieve y sobre la cual quiero llamar la atención, habida cuenta de la importancia que, a mi modo de ver, tiene la misma. Esta, no es otra, que la original estructura de la obra, en su formato de preguntas-respuestas y el eminente carácter pedagógico que la misma persigue. Efectivamente, es esta una obra que destaca y resulta novedosa por su formato, si no en el ámbito jurídico, dentro del cual encontramos otras obras con idéntico o parecido formato (Vademécum de la Administración Local. Las 1.040 preguntas y respuestas esenciales, de la Editorial El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados; 2.000 Soluciones de Seguridad Social, de la Editorial CISS; 1.000 Preguntas sobre Urbanismo, de Ediciones Francis Lefebvre, etc.), sí dentro del ámbito propio y característico de la Contratación Pública, lo que, evidentemente, requiere ser resaltado y subrayado adecuadamente. Del mismo modo, debo destacar —ya lo he apuntado— su propósito, eminentemente pedagógico, además, cabe añadir, lo que no deja de ser otra novedad reseñable, de amplio espectro. Me explico, es una obra que por su propia configuración, filosofía y esencia, no solo va dirigida a determinado público, como, por ejemplo, aquel más cercano a dicha materia, lo que suele ser lo más común y manido dentro de la doctrina especializada en dicha disciplina, sino por el contrario a todo tipo de público, abarcando por tanto dicha obra un abanico que va, o bien, puede ir, desde aquellas personas neófitas que por primera vez se acercan a tal materia (por ejemplo, estudiantes universitarios) hasta avezados expertos en la misma como puedan ser, determinados empleados públicos que por razón de su trabajo se hayan visto obligados a especializarse en tal materia, o de manera más específica, licitadores o profesionales del sector.

Se aleja por tanto este libro, no es tal su propósito, de sesudas y profundas disquisiciones teóricas sobre determinados aspectos o partes, más o menos problemáticas y comprometidas de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, algo, por otro lado, muy al uso, tal y como ya he tenido la oportunidad de apuntar con anterioridad, por la doctrina científica que se encarga de analizar y estudiar tan compleja materia, y que suele materializar, en monografías, para los trabajos de mayor envergadura, y en artículos científicos para los más breves y concisos. Frente a ello, la obra que ahora nos ocupa, se circunscribe, mucho más, sin llegar exactamente a serlo, en el ámbito de los manuales, los cuales, como es bien sabido, a diferencia de las monografías, pensadas para personas especializadas en determinadas materias, buscan acercar a través de explicaciones claras, diáfanas y exentas, por lo general, de todo artificio y rebuscamiento, a todos aquellos que no conocen una determinada disciplina o se acercan a ella por primera vez, por lo que su característica, siendo el hecho que a su vez las distingue y diferencia de las referidas monografías, es el ser más pedagógicas, formativas, educativas e instructivas que estas últimas. En definitiva, el autor de la presente obra, viene a llenar un hueco existente dentro de la bibliografía especializada en Contratación Pública, lo que, ciertamente, es motivo, más que suficiente, para, felicitarle y felicitarnos todos, por la contribución que la misma comporta en la referida disciplina.

* * *

Por último y para finalizar el presente Prólogo, quiero llamar la atención sobre dos aspectos, que me parece de justicia resaltar. En primer lugar, que frente a la crítica contumaz que cada vez más ciudadanos llevan a cabo contra quienes integran y conforman la Función Pública española y reconociendo que en muchas ocasiones no les falta parte de razón, existen y a las pruebas me remito, no, ciertamente, una generalidad de funcionarios —lo que no se puede negar, sería lo deseable—, pero tampoco una exigua minoría de los mismos, que más allá del deber cotidiano que les corresponde desempeñar, el cual cumplen con dedicación, celo, honestidad y contrastada abnegación, no conformándose con ello, tratan de mejorar, profundizar y actualizarse en las materias que les corresponde aplicar, todo ello, por supuesto, fuera de sus horas de trabajo y en muchos casos, con grandes sacrificios personales y lo que es aún peor, también de sus familiares y seres más allegados. Ello, evidentemente, no es la regla general, pero sí un fenómeno creciente, sobre todo en los funcionarios más jóvenes, sobre todo si se encuentran motivados en su trabajo, lo que hay que valorar sobremanera, máxime, si se tiene en cuenta que muchas veces tales sacrificios se hacen gratia et amore, al no encontrar dentro de la función pública la debida recompensa que ello, a mi modo de ver, merece. El caso que ahora me ocupa, es decir, el de Don José Manuel Cantera Cuartango, es un claro ejemplo de lo que acabo de exponer, pero en ningún caso, el único, ni tan siquiera, una rara, increíble e inaudita excepción dentro de la Función Pública española, lo que debe permitirnos tener, razonablemente, cierta esperanza u optimismo de cara al futuro de la misma. Por otro lado y en segundo lugar, quiero igualmente resaltar el gran acierto que la prestigiosa Editorial La Ley-El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, cada vez más omnipresente en el ámbito jurídico español —de lo cual muchos profesionales del Derecho, entre ellos yo, por supuesto, nos felicitamos—, ha tenido, como suele ser habitual en ella, a la hora de publicar, en su día (año 2012), la primera edición de la presente obra («Vademécum de Contratación Pública. Las 1.001 preguntas y respuestas esenciales»), posteriormente (año 2018), y ya en relación con la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la segunda edición de la misma («Vademécum de Contratación Pública. Las 1.400 preguntas y respuestas que analizan el nuevo contenido de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público»), y en el presente año (año 2022), la tercera edición, con idéntico título que en su edición precedente, si bien renovada, ampliada y actualizada en virtud de todos los cambios normativos y jurisprudenciales habidos desde entonces.

Sólo me resta, por último, felicitar por la presente obra, que, vaya por delante, deseo y espero sea todo un éxito (como las anteriores ediciones), tanto a la Editorial bajo cuya firma se publica (La Ley-El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados), como al autor (Prof. Dr. Don José Manuel Cantera Cuartango), así como animar a este último a que continúe su andadura académica y especialización en esta materia y en aquellas otras relacionadas con la misma, con el tesón y el entusiasmo que le caracterizan.

En Burgos a 22 de junio de 2022

Fernando García-Moreno Rodríguez

Profesor Titular de Derecho Administrativo

Facultad de Derecho. Universidad de Burgos






Introducción


 Han pasado más de cuatro años desde que entró en vigor la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se han transpuesto, al ordenamiento jurídico español, las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. Esta norma en materia de contratación pública constituye la cuarta ley de contratos de la historia de nuestra democracia. De todas ellas, ésta es la más completa y la más exigente, en cuanto que, por fin, se hace realidad la idea, esbozada y explicada permanentemente por la doctrina administrativista y presupuestaria, de que, debido a que a través de los contratos del sector público se gestionan fondos públicos, se requieren muchas cautelas y garantías en cada fase del procedimiento de contratación puesto que, con ellos, se trata de satisfacer los intereses generales de los ciudadanos, beneficiaros de las obras, de los suministros y de los servicios públicos, entendidos estos desde un punto de vista amplio.

Según la exposición de motivos, son varios los objetivos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: lograr una mayor transparencia en la contratación pública, conseguir una mejor relación calidad-precio de las obras, servicios y suministros, simplificar los trámites a la hora de la presentación de las ofertas y con ello, imponer una menor burocracia para los licitadores y mejor acceso para las pequeñas y medianas empresas a la contratación pública, en definitiva, trata de diseñar un sistema de contratación pública, más eficiente, transparente e íntegro, mediante el cual se consiga un mejor cumplimiento de los objetivos públicos. Solo el paso del tiempo nos dirá si estos objetivos marcados se cumplirán o no; sin embargo, alea jacta est.

No obstante, he de poner de manifiesto los inconvenientes, o sombras, de las que, a mi juicio, adolece la presente norma. En primer término, he de resaltar que se trata de una ley de naturaleza hacendística. Será un problema de gran calado para la los empleados públicos —personal laboral y funcionario— de las Entidades del Sector Público, que carecen de esta formación, por ser eminentemente jurídica. En segundo término, la ley posee una técnica legislativa deficiente, en cuanto que el número de remisiones de unos artículos a otros de la ley se cuentan por decenas, aspecto que hace difícil su lectura y, por ello, su seguimiento y comprensión. Y en tercer término, es una ley que tiene carácter reglamentario, es decir, la nueva norma contractual no se limita, únicamente, a establecer principios y reglas generales de actuación en los expedientes de contratación para todas las Entidades del Sector Público, sino que se rebaja a desarrollar y concretar aspectos que son más propios de normas de carácter reglamentario.

Una de las características de la contratación del Sector Público español es su cada día mayor dificultad y extrema complejidad, hasta el punto de que lo que en principio era una materia sencilla, e incluso simple, tanto para la Administración como para los posibles licitadores, ahora está reservada a auténticos expertos.

Las causas y razones que hacen de la contratación pública una cuestión tan compleja, tanto desde un punto de vista técnico como jurídico, son múltiples. De todas ellas destacamos las más importantes:


	
—  Primera: hemos de señalar la gran existencia y proliferación de organismos y entes de naturaleza público-privada —distintos al concepto tradicional de Administración—, tanto a nivel estatal como autonómico y local, que están sometidos a regímenes jurídicos variados, una mezcolanza de normas público-privadas que es necesario distinguir y conocer.

	
—  Segunda: fue la entrada de España en el Comunidad Económica Europea la que hizo necesario transponer las Directivas Comunitarias, también las de materia de contratación. Primero fueron las de los años 70: las Directivas 71/305/CEE, de 26 de julio de 1971, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras y la 77/62/CEE, de 21 de diciembre de 1976, de coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de suministro. Luego las de los años 80 y 90: las Directivas 88/295/CEE, de 22 de marzo de 1988, la 89/440/CEE, de 18 de julio de 1989, la 92/50/CEE, de 18 de junio de 1992 sobre el contrato de servicios, la 93/36/CEE, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos de suministro y la 93/37/CEE, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos de obras. En tercer lugar vinieron las directivas dictadas en la primera década del siglo XXI: la 2004/17/CE, de 31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de los servicios postales, la 18/2004/CE, de 31 de marzo de 2004, sobre la coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, suministros y servicios y la 2007/66/CE, de 21 de diciembre, sobre recursos. Y en cuarto lugar, las Directivas Comunitarias, cuya transposición se ha producido con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.

	
—  Tercera: hemos de destacar que se han producido alteraciones estructurales de las leyes en cortos periodos de tiempo. Hemos pasado de una Ley (Texto Refundido 2/2000) cuya estructura era su división en una parte general —aplicable a todos los contratos celebrados por una administración pública— y en una parte especial —aplicable a cada tipo de contrato— a una Ley (Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público) cuyo régimen jurídico está configurado a partir del ente, organismo o entidad pública que contrate.

	
—  Cuarta: existe una gran dispersión en la regulación público-contractual. Hasta hace bien poco tiempo encontrábamos la regulación sobre contratación pública en múltiples disposiciones normativas: en la Ley 30/2007, de Contratos del Sector Público; en los arts. 255 a260 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas; en el Pliego de Cláusulas Administrativas de Obras del Estado del año 1970; en el Real Decreto 1098/2001, de 12 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas; en el Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público; en los arts. 111, 114 y 117 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de julio, por el que se aprobó el Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Régimen Local; en artículos de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de lucha contra la morosidad, en la Ley 34/2010 de modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público; en la Ley 4/2011, de 2 de marzo, de Economía Sostenible; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; en la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público (aunque con carácter supletorio); así como en la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de Contratos del Sector Público en el ámbito de la Defensa y de la Seguridad, que modificó algunos preceptos de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.Hoy se ha simplificado en parte, y sólo en parte, esta dispersión normativa con la publicación el 9 de noviembre de 2017 en el Boletín Oficial del Estado de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Digo que sólo se ha paliado en parte esta dispersión normativa porque, aunque se han refundido en una norma con rango de ley todos los artículos en materia de contratación, quedan muchas remisiones, concreciones y desarrollos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público en normas de carácter reglamentario que hacen de su conocimiento y aplicación el fracaso o el éxito de la normativa contractual administrativa pública.



	
—  Quinta: a lo largo de los últimos años, el legislador ha llevado a cabo continuos cambios en instituciones jurídicas consolidadas de materia de contratación —de cierto arraigo en nuestro ordenamiento jurídico— y en maneras de tramitar que contradicen el modo de gestionar los contratos públicos asentados en la tradición contractual administrativa española. Una muestra de ello es la institución del perfeccionamiento del contrato: antes de la Ley 34/2010, de 5 de agosto, que modificaba las Leyes 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, y 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el contrato se perfeccionaba con la adjudicación definitiva; con la entrada en vigor de la Ley 34/2010, hoy Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público el contrato del sector público se perfecciona con su formalización.Ante la complejidad de conocer en profundidad y aplicar correctamente la normativa en materia contractual del Sector Público, tuve la necesidad de elaborar y desarrollar una obra científica que facilitara a los universitarios, funcionarios, empleados públicos, licitadores y profesionales de la contratación pública —y en general todo tipo de personas de cualquier nivel que se relacionen contractualmente con el Sector Público Español a nivel estatal, autonómico y local— su comprensión. Creo que tanto el planteamiento como el desarrollo de la obra lo permiten. Por ello, la presente obra nace, pues, con cuatro finalidades:


	
1.  Actualizadora: el libro nos permitirá conocer los artículos —y su contenido— de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público que serán de aplicación en la tramitación de un expediente de contratación, actualizado a día de hoy, incluido las modificaciones incorporadas por la Ley 9/2022, de 14 de junio, de Calidad de la Arquitectura.

	
2.  Pedagógica: el sistema de preguntas y respuestas que he utilizado permite al lector/estudiante/profesional entender con facilidad conceptos, principios, reglas y todo tipo de procedimientos contractuales dentro de la maraña de artículos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.

	
3.  Divulgativa: Los capítulos del libro no son extensos; unos lo son más que otros, pero todos se leen con cierta fluidez y permiten dejarlos en un punto para poder seguir —sin solución de continuidad— cuando queramos, sin perder el hilo conductor del capítulo o del libro. Además cada capítulo está configurado y redactado de tal manera que, además de facilitarnos y clarificarnos muchos conceptos y figuras de Derecho Administrativo y más concretamente del Derecho de Contratación Pública, permite estudiar toda la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en poco tiempo y con cierta profundidad.

	
4.  De apoyo y consulta: También se ha pensado que la presente obra sirva de apoyo y consulta a los profesionales del derecho que entran en contacto con el Sector Público a todos los niveles administrativos. La mayor parte de las preguntas tienen una remisión a artículos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y a los reglamentos que lo desarrollan, permitiendo en poco tiempo acceder al concepto, al contenido y al artículo que pueda aplicarse al caso concreto que se plantee. Todo ello se refuerza con el índice analítico que se encuentra al final del libro.







Para poder aprovechar al máximo y del mejor modo posible la lectura y consulta del libro, paso a explicar cómo está configurada su estructura.

El libro está divido en cuatro partes. La primera de ellas está formada por capítulos cuyo contenido consiste en explicar los conceptos básicos de la contratación pública y los elementos y disposiciones estructurales aplicables a todo tipo de entes y a todo tipo de contratos del Sector Público.

La segunda parte del libro coincide con cada una de las partes por las que pasa la tramitación de un expediente de contratación, ya sea tramitado por una Administración Pública, por un Poder Adjudicador que no sea Administración Pública o por un ente u organismo del Sector Público que no sea Administración Pública ni Poder Adjudicador: su preparación, su selección, su adjudicación y su formalización.

La tercera parte recoge el cumplimiento, efectos y extinción de los contratos de carácter o naturaleza administrativa, con las especialidades y particularidades que se deben tener en cuenta en cada uno de los contratos puramente administrativos: obras, concesión de obra, concesión de servicios, suministro y servicios.

La cuarta y última parte está dedicada a cuestiones tales como la organización administrativa para la gestión de la contratación, el sistema de recursos, en materia de contratación, del sector público, las especialidades de la contratación de las entidades locales así como las particularidades de las disposiciones finales y transitorias. Son aspectos que, con carácter general, no se les da mucha importancia —que la tienen— y permiten que, de su completo conocimiento y correcta aplicación, se produzca el éxito o el fracaso más absoluto de la tramitación de un expediente de contratación.

Una vez analizada la estructura general del libro, paso a desgranar la estructura de cada capítulo. Cada uno consta de un resumen inicial y, a continuación, de preguntas y respuestas. El resumen tiene como objeto enmarcar el tema que toca tratar y desarrollar. Las preguntas y respuestas son los aspectos principales que —directa o indirectamente— tienen que ver con el tema del capítulo en cuestión. Y la mayor parte de las preguntas y repuestas llevan aparejada una relación exhaustiva de los artículos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y de los reglamentos —fundamentalmente, el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla la Ley de Contratos del Sector Público y el Real Decreto 817/2009, de 5 de mayo, que desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público— que fundamentan la pregunta y la respuesta y a los que podemos acudir para su consulta y conocimiento.

Los contenidos de los capítulos se complementan con el índice analítico que completa el material de apoyo y consulta del resto del libro.

Por último, quiero agradecer a Mabel, mi mujer, a mis padres, Manolo y Blanca, a mis hermanos, Dina, Miguel Ángel, Juan Pablo y Francisco Javier, a mi excepcional suegro Pablo y a mis cuatro fantásticas sobrinas —Carmen, Diana, Pilar y Sandra— su incondicional apoyo, cariño y consejo. Sin ellos no habría sido posible la redacción, elaboración y publicación del libro.

José Manuel Cantera Cuartango

Burgos, a 29 de junio de 2022, Festividad de San Pedro y San Pablo

Burgos – Ezcaray – Santander – Burgos






Abreviaturas


 






	LCSP
	
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público



	TRLCSP o TRLCSP 3/2011
	
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público



	Ley 31/2007
	
Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales



	Ley 30/2007
	La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público



	Ley 15/2010
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